






    

 

Esta interpretación restrictiva del alcance del art.118.1 

Ley 39/2015, y que nos lleva a circunscribirlo a los 

procedimientos no sancionadores responde a una doble exigencia 

constitucional. Por un lado, a exigencias inherentes a la 

tutela judicial efectiva ya que la aplicación extensiva y 

rígida de tal preclusión compromete el derecho a la tutela 

judicial efectiva en vía contencioso-administrativa donde tras 

la superación de la concepción revisora deben admitirse 

tanto nuevos motivos jurídicos como nuevas pruebas siempre que 

estas últimas respondan a hechos alegados en vía 

administrativa (y no aportados ex novo). Por otro lado, a 

exigencias de proporcionalidad puesto que la automática e 

insubsanable preclusión en vía administrativa de la aportación 

de pruebas cuando se trata de potestad sancionadora supondría 

un sacrificio desproporcionado de la garantía fundamental que 

deriva de los arts.24 y 25 CE , por razones de eficacia 

administrativa. 

En esta línea es elocuente la STS de 17 de Marzo de 2010 

(rec.24/2008 ): "Es errónea la tesis, decimos, y parte de una 

concepción no aceptable del "carácter revisor" de los recursos 

administrativos que difiere de la que preside los artículos 

107 a 119 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las 

Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común . En contra de lo afirmado por la resolución que 

examinamos, es lícito introducir en los recursos de alzada o 

de reposición hechos, elementos o documentos nuevos, no 

recogidos en el expediente originario. La posibilidad está 

expresamente prevista en el artículo 112.1 de la Ley 

30/1992 (e implícita asimismo en el apartado tercero del 

artículo 113) y es coherente, por lo demás, con la función 

propia de estos mecanismos de revisión de la actividad 

administrativa. 

Los recursos administrativos, además de garantía para los 

administrados, son también un instrumento de control interno 

de la actividad de la Administración en la que un órgano 

superior -o el mismo, en reposición- revisa en toda su 

extensión lo hecho por otro, sin estar necesariamente 

vinculado al análisis de los meros elementos de hecho o 

derecho que este último hubiera tenido o podido tener en 

cuenta. Lo que se pretende con los recursos es posibilitar una 

mejor decisión que sirva con objetividad los intereses 

generales, y ello será tanto más factible cuantos más 

elementos de juicio se pongan a disposición de quien ha de 

decidir finalmente sobre la impugnación. 

El órgano que resuelve el recurso no está constreñido por 

los solos datos presentes en la resolución originaria. Tras el 

acuerdo inicial pueden alegarse en vía de recurso 



    

 

administrativo hechos, elementos o documentos de todo tipo, 

también los de fecha posterior a aquél, si de ellos se deducen 

consecuencias jurídicas relevantes para la mejor resolución 

del expediente. El recurso administrativo, salvados los 

límites de la congruencia y la imposibilidad de gravar la 

situación inicial del recurrente ( artículo 113 in fine de la 

Ley 30/1992 ), permite una reconsideración plena, sin 

restricciones, del asunto sujeto a revisión. Reconsideración 

en la que, insistimos, pueden alegar los impugnantes 

cualesquiera hechos o elementos de juicio, también los que no 

se pudieron tener en cuenta originariamente pero sean 

relevantes para la decisión final" 

En definitiva, en materia sancionadora la administración 

puede y debe ser flexible en la admisión de 

pruebas, documentos o alegaciones nuevos, incluso en vía de 

recurso administrativo, sin perjuicio de su eventual rechazo 

cuando se acredite mala fe, abuso de derecho, o se 

desaprovechase el requerimiento o trámite específicamente 

otorgado para ello.  

De ahí que la administración autonómica podía y debía 

haber admitido las pruebas aportadas en vía de recurso 

administrativo por concurrir los tres requisitos cumulativos. 

Primero, que se trate de un procedimiento sancionador. 

Segundo, que se trate de acreditar hechos o aportar pruebas en 

que no hubiese mediado trámite o requerimiento expreso y 

preciso de la instrucción para su específica aportación. 

Tercero, que se justifique su nueva aportación en vía de 

recurso de reposición o alzada, a cuyo fin podrá aducirse 

fuerza mayor o incluso la explicación razonable de constatar 

que la resolución sancionadora se apoya en un hecho que da por 

probado pese a que su relevancia permanecía inadvertida en el 

curso de la instrucción y por ello no extremó su diligencia el 

interesado. 

Esas tres circunstancias concurren en el caso de autos, ya 

que la administración del Principado podía y debía al tiempo 

de resolver el recurso administrativo de reposición haber 

admitido tal prueba documental y a la vista del mismo, 

disponer la retroacción del procedimiento para la instrucción 

complementaria o rectificar la resolución sancionadora. Esa es 

la interpretación del art.118 que salva su constitucionalidad 

bajo el prisma de las garantías sancionadoras derivadas de 

los artículos 24 y 25 CE .” 

  La citada jurisprudencia es aplicable al caso que nos 
ocupa. No se detecta mala fe ni abuso del derecho en la 
recurrente porque consciente de su error al evacuar el tramite 
de alegaciones lo puso en conocimiento de la administración y 
lo justificó documentalmente. 




